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Impostura 
expansiva

D
imitido forzoso en tiempo récord. 
Màxim Huerta ha durado como mi-
nistro menos de una semana. Un 
adiós que tanto Sánchez como el in-

teresado trataron de evitar hasta el último mi-
nuto. No pudo ser porque al final alguien tiró 
de videoteca recordando la doctrina sanchis-
ta sobre las sociedades instrumentales crea-
das para defraudar a Hacienda. Después, en 
apenas un rato el presidente del Gobierno de-
signó sustituto. Sorprende el bandazo que en-
traña la selección del repuesto. Huerta y Gui-
rao representan dos estilos completamente 
distintos. Por eso, preferir de entrada al prime-
ro acredita la liviana orientación que Sánchez 
trataba de darle a un ministerio cuyo signifi-
cado cualitativo es muy superior a un remedo 
de ‘talent show’ para tuiteros, happenings y 
promoción de efectos mediáticos. Ahora, sin 
embargo, Sánchez corrige enfoque y nombra 
a un profesional prestigioso alejado de la pro-
yección farandulera que adornaba a su ante-
cesor en el cargo. Gana pues la posibilidad de 
hacer una gestión mejor y de calado que es lo 
que en cualquier análisis debió considerarse 
fundamental desde el principio. De todas for-
mas conviene no errar la perspectiva. El ascen-
so y caída de Máxim Huerta no es una mera 
anécdota insólita. Por el contrario deja entre-
ver ciertas cosas. En primer lugar, pone en evi-
dencia la ligereza con la que Sánchez decidió 
un nombramiento al que solo avalaba el pro-
pósito de convertir a Huerta en un divertido 
foco de atención colectiva para conseguir ali-
gerar así el peso de esta sobre otras áreas más 
complicadas y sensibles de la agenda guberna-
mental. En segundo, denota esa vieja concep-
ción de la cultura subordinada a los intereses 
y estrategias  del poder político, lo que no casa 
en absoluto con una reivindicación progresis-
ta, independiente y libre del valor social de 
aquella. En tercer lugar, explicita la peculiar 
forma de entender el papel de la prensa, la in-
formación y la opinión pública que ha demos-
trado el ministro cesante al tildar de simple 
jauría a quienes le han exigido explicaciones 
igual que tantas veces él mismo ha hecho en 
relación con terceros. Actitud que podría sor-
prender en quien siempre ha tratado de cons-
truirse una imagen extrovertida y amable aun-
que al final tampoco deja de ser ajena a esa irri-
tante superioridad moral de la que se cree do-
tada la izquierda para encontrar siempre for-
mas distintas de juzgar un acto concreto se-
gún el autor sea uno mismo, adversario o amigo. 
Por ultimo, demuestra la trivialidad con la que 
se devalúa la política al pretender convertirla 
en sorpresa y espectáculo aun a costa de per-
judicar principios contrastados como el de mé-
rito y capacidad cuya observancia obra siem-
pre en beneficio de la más seria administra-
ción de los intereses generales. En definitiva, 
la brevísima aparición de Màxim Huerta por 
el universo político da la medida de los tiem-
pos que corren. Devaluada la sustancia. Pen-
samiento líquido. Ausencia de ideas estima-
bles. Impostura expansiva y artificio.
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anécdota insólita
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C
uando un Estado quiere en-
trar en la Unión Europea, tie-
ne que cumplir los rigurosos 
criterios de Copenhague, es-
tablecidos por los Jefes de Es-
tado y de Gobierno en 1993. 

Entre esos criterios se incluyen, además de 
estrictas condiciones económicas y la obliga-
ción de respetar el acervo comunitario, los lla-
mados criterios políticos, entre ellos, el res-
peto del estado de derecho y por supuesto los 
derechos humanos. Así pues, quien aspira a 
ser miembro de la Unión es consciente de lo 
duro que será el examen de entrada, muy es-
pecialmente en lo que atañe al respeto de las 
reglas democráticas, como muy bien podría 
explicar el eterno candidato a miembro, Tur-
quía.   

La pregunta es qué puede hacer la Unión 
cuando ya tiene al incumplidor dentro. El ar-
tículo 2 del TUE establece desde la reforma 
de Lisboa de 2007 que la UE se fundamenta 
en los valores de respeto de la dignidad hu-
mana, libertad, democracia, igualdad, Estado 
de Derecho y respeto de los derechos huma-
nos, incluidos los derechos de las personas 
pertenecientes a minorías. También habla de 
una sociedad caracterizada por el pluralismo, 
la no discriminación, la tolerancia, la justicia, 
la solidaridad y la igualdad entre mujeres y 
hombres. 

Por su parte, el artículo 7 del TUE contem-
pla la posibilidad de suspender de derechos al 
Estado miembro que infrinja de forma grave 
y persistente los valores del artículo 2. La ac-
tual redacción del artículo 7 mejora la que te-
nía esta disposición antes, una redacción que 
hizo imposible su aplicación a Austria cuan-
do su partido conservador entró en coalición 
con el partido Liberal de Jörg Haider en 1999 
(partido que de liberal no tenía más que el 
nombre puesto que era xenófobo y racista se-
gún su ideario político). En esa época el artí-
culo 7 solo establecía que el Consejo Europeo, 
por unanimidad y a propuesta de un tercio de 
los Estados miembros o de la Comisión y pre-
via aprobación del Parlamento Europeo, po-
dría constatar la existencia de una violación 
grave y persistente por parte de un Estado 
miembro de los principios de la Unión tras in-
vitar al Estado de que se trate a que presenta-
ra sus observaciones. Como la situación en 
Austria no era entonces de violación grave y 
persistente de los derechos humanos sino más 
bien de riesgo de que la hubiera (lo que había 
era un temor a una amenaza a los valores de-
mocráticos), la Unión quería tomar medidas 
preventivas más que correctivas. Por tanto, 
el artículo 7 no se pudo aplicar y la Unión, in-
capaz de dar una solución al caso, externali-
zó el problema y confió a la organización hu-
manista por autonomasia de Europa, el Con-
sejo de Europa, su solución, para que fuera 
ella quien diera garantías sobre si dicha coa-
lición de gobierno podía llegar a dañar los prin-
cipios democráticos de la Unión. Obtenidas 
las garantías de que ese no era el caso, la UE 
dio por cerrada la crisis austriaca, aunque siem-
pre pesó como una losa el no haber podido 

rsolver el problema por sí misma. 
Vistas las limitaciones del artículo 7, la re-

forma de Niza de 2000 amplió los casos de po-
sible evaluación del grado de respeto de los 
principios democráticos por parte de los Es-
tados miembros, de manera que, desde en-
tonces, el párrafo primero del artículo 7 aña-
de que a propuesta de un tercio de los países 
de la UE, de la Comisión o del Parlamento Eu-
ropeo, el Consejo, por mayoría de cuatro quin-
tos de sus miembros, y tras la aprobación del 
Parlamento Europeo, podrá constatar que exis-
te un riesgo claro de violación grave de los de-
rechos fundamentales por parte de un país de 
la UE y presentarle recomendaciones apro-
piadas, esto es, recoge también la posibilidad 
de que las instituciones europeas constaten 
un riesgo de deriva autoritaria en un Estado 
antes de llegar a sancionarle por una viola-
ción real de los valores en los que se funda-
menta la Unión. 

No son pocos los Estados que han hecho 
en los últimos tiempos méritos para que se 
les aplique este artículo. De hecho, sorpren-
de ver cómo no se le ha aplicado aún a Hun-
gría, pese a la deriva populista emprendida 
por el gobierno de Víctor Orban desde 2012 y 
que llevó hace poco a Emmanuel Macron a 
manifestar en el Parlamento Europeo que hay 
quien se confunde porque no se trata de im-
poner una democracia autoritaria sino la au-
toridad de la democracia. Sin embargo, quien 
a juicio de la Comisión Europea está saltán-
dose todas las líneas rojas de modo más claro 
y flagrante es Polonia, en donde el partido en 
el poder, Ley y Justicia, ha conseguido soca-
var gravemente la independencia del Tribu-
nal Constitucional, del Tribunal Supremo y 

últimamente también de los tribunales ordi-
narios a través de sendas leyes según las cua-
les es el gobierno quien nombra jueces, reti-
ra a otros y elige presidentes y vicepresiden-
tes de sala. Del mismo modo, merced a una 
ley de 2015 que controla los medios de comu-
nicación, el gobierno ha destituido a directo-
res y consejeros molestos de cadenas de radio 
y televisión. Es también Polonia el país en el 
que se está atentando contra el derecho de re-
unión a través de una ley que prohíbe mani-
festaciones alternativas y donde también se 
ha expulsado a ONG de derechos humanos 
que trabajan con refugiados alegando moti-
vos de seguridad nacional. 

El cúmulo de medidas adoptadas por el go-
bierno polaco -so pretexto de que goza del 
apoyo mayoritario de la población- ha lleva-
do a la Comisión Europea a iniciar varios pro-
cedimientos judiciales por incumplimiento 
ante el TJUE que tomará un tiempo al Tribu-
nal resolver. También le ha llevado a activar 
contra Polonia el artículo 7, una activación a 
la que el Parlamento Europeo dio su apoyo el 
pasado marzo por una amplia mayoría de vo-
tos de la Eurocámara. Sin embargo, la propia 
dicción del artículo 7 permite saber, sin nece-
sidad de consultar una bola de cristal, que la 
sanción prevista nunca podrá imponerse por-
que una cosa es constatar el riesgo de viola-
ción (cosa para la que con el juego de las ma-
yorías basta) y otra diferente constatar la exis-
tencia de la violación de las reglas del estado 
de derecho, puesto que para esto último se re-
quiere en última instancia la unanimidad de 
los jefes de Estado y de gobierno. Y ahí es don-
de Hungría ha anunciado ya que siempre se 
pondrá del lado del gobierno polaco. ¡Cómo 
no lo iba a hacer, si la propia Hungría tendría 
que poner sus barbas a remojar! 

Resulta llamativo ver cómo dos Estados 
que son receptores netos de fondos europeos, 
que de hecho quizá sean los Estados que más 
ayuda financiera reciben de las arcas comu-
nitarias en estos momentos, sin embargo in-
cumplen tan groseramente las reglas más bá-
sicas en las que se basa la Unión. Por esa ra-
zón hay que saludar la audaz idea de la Comi-
sión Europea que, en su propuesta de Pers-
pectivas financieras de la Unión para el perio-
do 2021-2027, condiciona la obtención por un 
Estado miembro de fondos europeos al cum-
plimiento de las reglas del estado de derecho 
y las normas de derechos humanos que cons-
tituyen la condición de legalidad de la actua-
ción de la UE. A buen entendedor, pocas pa-
labras bastan. El proyecto de presupuesto co-
mienza ahora su tramitación, un vaivén que 
le hará pasar por distintas instituciones euro-
peas que podrán enmendar la propuesta ori-
ginal hasta el cansancio. No sabemos lo que 
quedará de esta valiente proposición al final 
de su andadura. Pero sin duda su mera presen-
tación sirve de aviso a navegantes y pone en 
alerta a los gobiernos populistas que, no lo ol-
videmos, ya tenemos en Europa para que atem-
peren las políticas autoritarias que están apli-
cando y abandonen un camino que es el con-
trario al que la Unión Europea representa.

La audacia de la  
Comisión Europea frente  
a los desafíos autoritarios
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